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SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, diecisiete (17) de julio de dos mil diecisiete (2017)
Aprobado por Acta No.0691
Hora: 11:30 a.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver en primera instancia la acción de tutela presentada por la abogada Diana Milena Jurado Sandoval, apoderada judicial de la señora María Mercedes Hernández Flórez en contra de la Fiscalía General de la Nación, Risaralda, por considerar vulnerado su derecho fundamental de petición. 

2. RESUMEN DE ANTECEDENTES 
2.1. Informó la apoderada judicial que su mandante, señora María Mercedes Hernández Flórez solicitó ante la URIV su inscripción como víctima por el homicidio de su hijo Alfredo Jaramillo Hernández ocurrido el 19 de febrero de 2000, lo cual fue negado por considerar que ese hecho no se dio dentro del conflicto armado.

Por lo tanto, el 7 de abril de 2017 solicitó ante la Fiscalía General de la Nacional las copias del proceso radicado al No.40428 con el fin de reiterar ante la UARIV la inclusión de su mandante, pero la entidad demandada respondió el 27 de abril de 2017 que la investigación se había suspendido  y negó la expedición de copias aduciendo la reserva del sumario, lo que consideró una vulneración al derecho fundamental de petición en la modalidad de acceso a la información, a la administración de justicia y debido proceso y en tal sentido,  solicitó que se ordene a la FGN expedir copias del proceso penal radicado No.40428

Hizo referencia a lo indicado en los artículos 11, 133, 135 y 136 de la Ley 906 de 2004 y relacionó jurisprudencia de la Corte Constitucional referida en las sentencias C-516 de 2017, C-1154 de 2005, C-454 de 2006, C-456 de 2006, así como decisiones de la Corte Suprema de Justicia  y de esta Sala  para reiterar los derechos que le asisten a las víctimas en el sistema penal acusatorio.
2.3. A la demanda adjuntó el poder especial para actuar y copia de los siguientes documentos: i) resolución No.2013-159687 del 14 de mayo de 2013 expedida por la UARIV; ii) derecho de petición radicado en la Fiscalía 24 de la Unidad de Vida el 7 de abril de 2017; iii) registro civil de defunción a nombre de  Luis Alfredo Jaramillo Hernández y iv) constancia expedida por el Coordinador de Secretaría Común de la Unidad Seccional de Fiscalías de esta ciudad (Fls. 14-20).
2.4.  Mediante auto del 30 de junio de 2017 se avocó la presente demanda de amparo, se ordenó correr traslado de la misma a la entidad accionada y se vinculó a la Dirección de Fiscalía Seccionales de esta ciudad.
3. SÍNTESIS DE LAS RESPUESTAS A LA DEMANDA

3.1. COORDINADOR SECRETARÍA COMÚN- UNIDAD DE GESTIÓN DE ALERTAS Y CLASIFICACIÓN TEMPRANA DE DENUNCIAS (GATED)

Confirmó que esa oficina recibió el 7 de abril de 2017 la petición elevada por la señora Hernández Flórez, entregada por la señora Diana Milena Jurado Sandoval, a quien se le indicó que se le expediría una constancia del estado en que se encontraba la investigación por la muerte del señor Luis Alfredo Jaramillo Hernández y en tal sentido, el 25 de abril de 2017 se certificó  lo pertinente.
Explicó que no se expiden copias de piezas procesales, en razón de la  reserva sumarial contemplada en los artículos 323 y siguientes del Código de Procedimiento Penal vigente para la época de los hechos (Ley 600/2000), norma que es  aplicable a este caso, pues la investigación se encuentra suspendida desde el 11 de diciembre de 2000.

Resaltó que la accionante apoya su petición en normas de la Ley 906 de 2004, olvidándose que el caso por homicidio de la persona mencionada, se tramita conforme a la Ley 600 de 200, o sea, que se trata de situaciones fácticas diferentes en materia procedimental.

4. CONSIDERACIONES DE LA SALA

4.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo  establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.

4.2. Problema jurídico 
Corresponde a esta Sala determinar si las entidades demandadas y vinculadas vulneraron el derecho fundamental de petición al accionante, de manera tal que amerite la concesión o no del amparo.  

4.3. La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
4.4. La Corte Constitucional ha identificado seis causales  específicas de  improcedencia de la tutela, que son las siguientes:

i) Existencia de otro medio de defensa judicial.

ii) Existencia del Habeas Corpus.

iii) Protección de derechos colectivos.

iv) Casos de daño consumado.

v) Tutela frente a actos de carácter general, impersonal y  abstracto.

vi) A su vez se han considerado como causales de improcedencia de la tutela, el incumplimiento del principio de inmediatez
;  la  tutela contra sentencias de tutela
 y la tutela temeraria
.

4.5. La acción de amparo se encuentra regida por el principio de subsidiariedad, ya que no se puede acudir a la tutela para suplantar los medios judiciales existentes
, lo cual  obliga al juez a verificar si el medio ordinario resulta idóneo y eficaz para proteger las garantías del actor, con el fin de establecer la procedencia de la tutela.

4.6. Con respecto al derecho fundamental consagrado en el artículo 23 de la norma superior comprende la posibilidad de presentar peticiones respetuosas ante las autoridades, facultad que está garantizada con la obligación que a éstas les asiste de dar trámite a la solicitud, sin que exista argumento alguno para negar su admisión o iniciar los trámites necesarios para dar la respuesta, la cual debe ser oportuna y emitida dentro de los términos legales establecidos en el ordenamiento jurídico. La petición debe ser resuelta de fondo, refiriéndose de manera concreta a los asuntos planteados y comunicando prontamente lo decidido, independientemente de que la respuesta sea favorable o adversa a los intereses del peticionario. 

4.7. En la Sentencia T-143 de 2012
, se reiteró lo establecido por la Corte Constitucional en la Sentencia T-377 de 2000, con respecto al derecho de petición, lo siguiente:

“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión. 
b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido. 
c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición. 
d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita.
e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo determine.
f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular presta un servicio público o cuando realiza funciones de autoridad. El derecho de petición opera igual como si se dirigiera contra la administración. 2. Cuando el derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si la tutela se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este será un derecho fundamental solamente cuando el Legislador lo reglamente.
g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordenan responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes.
h) La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación de resolver oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. El silencio administrativo es la prueba incontrovertible de que se ha violado el derecho de petición.

i) El derecho de petición también es aplicable en la vía gubernativa, por ser ésta una expresión más del derecho consagrado en el artículo 23 de la Carta. Sentencias T-294 de 1997 y T-457 de 1994.

En consecuencia, ha entendido la jurisprudencia de la Corte que, se vulnera el derecho fundamental de petición al omitir dar resolución pronta y oportuna de la cuestión. Esto ocurre cuando se presenta una de dos circunstancias: “(i) que al accionante no se le permita presentar petición, o (ii) que exista presentación de una solicitud por parte del accionante. En este sentido, la vulneración del derecho de petición se presentará o bien por la negativa de un agente de recibir la respectiva petición o frustrar su presentación – circunstancia (i)-; o bien que habiendo presentado una petición respetuosa no ha obtenido respuesta, o que la solicitud presentada no fue atendida debidamente –circunstancia (ii).”

En lo que tiene que ver con la segunda circunstancia, referente a la falta de respuesta por parte de la entidad, la jurisprudencia constitucional, ha establecido que el derecho de petición supone un resultado, que se manifiesta en la obtención de la pronta resolución de la petición.

Sin embargo, se debe aclarar que , el derecho de petición no implica una prerrogativa en virtud de la cual, el agente que recibe la petición se vea  obligado a definir favorablemente las pretensiones del solicitante, razón por la cual no se debe entender conculcado este derecho cuando la autoridad responde oportunamente al peticionario, aunque la respuesta sea negativa.”  (Subrayas nuestras)
4.7.1. Frente a los derechos que le asisten a los particulares cuanto presentan peticiones, el artículo 13 de la Ley 1755 de 2015 señala lo siguiente: 
“Artículo 13. Objeto y modalidades del derecho de petición ante autoridades. Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma..(…)”
A su vez, el artículo 14º de dicha normatividad, reza: “Artículo 14. Términos para resolver las distintas modalidades de peticiones. Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción. (…)”
4.8.  Establece el artículo 29 constitucional que el debido proceso se debe aplicar a todas las actuaciones tanto judiciales como administrativas que se lleven contra una persona, con el fin de garantizar la salvaguarda de sus derechos y que no se presente un abuso de funciones por parte de las autoridades, por ello la Corte Constitucional en sentencia T-458 de 1994 lo definió así:  “el debido proceso es el conjunto de garantías que buscan asegurar al ciudadano que ha acudido al proceso, una recta y cumplida administración de justicia y la debida fundamentación de las relaciones judiciales, mediante el acatamiento del principio de juridicidad propio del Estado de derecho, y que excluye, por consiguiente, cualquier acción contra legem o praeter legem. En consecuencia, el debido proceso es un derecho fundamental, susceptible de ser protegido por medio de la acción de tutela, ya que las actuaciones de los servidores públicos que solo obedezcan a motivaciones internas, desconocen la primacía de los derechos inalienables de la persona, la protección constitucional de los derechos fundamentales y la prevalencia del derecho sustancial”

4.9.  DEL CASO EN CONCRETO:

4.9.1.  En el caso sub examine, la apoderada judicial de la señora María Mercedes Hernández pretende el amparo constitucional de los derechos fundamentales de su mandante que le asisten como víctima, en el entendido que la Fiscalía General de la Nación le negó la expedición de copias de la investigación que se adelantó por el homicidio de su hijo Luis Alfredo Jaramillo Hernández, con fundamento en que tales documentos son reservados.
4.9.2.   Por su parte, el Coordinador de la Secretaría Común de la Unidad Seccional de Fiscalías quien no se pronunció frente a las pretensiones de la demanda ni solicitó que se profiriera el fallo en algún sentido, indicó a esta instancia que en este caso específico, los documentos solicitados por la accionante tienen reserva sumarial contemplada en los artículos 323 y siguientes  de la Ley 600 de 2000, que establecen un procedimiento diverso de la Ley 906 de 2004.  
4.9.3. El artículo 47 de la Ley 600 de 2000 establece que la constitución de parte civil, como actor individual o popular, podrá intentarse en cualquier momento, a partir de la resolución de apertura de instrucción y hasta antes de que se profiera sentencia de única o de segunda instancia. La expresión subrayada fue declarada inexequible por la Corte Constitucional en la Sentencia C-223 de 2002 en la que se dijo lo siguiente sobre los derechos que le asisten a la víctima a acceder al expediente mediante un derecho de petición, así:
“Se ha justificado la reserva durante la etapa de investigación previa por el interés de proteger la información que se recoja durante esta etapa. Sin embargo, dado que la investigación previa tiene como finalidad determinar si el hecho punible ha ocurrido o no, si la conducta es típica o no, si la acción penal no ha prescrito aún, si se requiere querella para iniciar la acción penal, si el querellante está legitimado o no para iniciar la acción, si existe o no alguna causal excluyente de antijuridicidad o de culpabilidad (artículo 322, Ley 600 de 2000), no permitirle a la parte civil actuar durante esta etapa o exigir que el acceso al expediente sólo pueda hacerlo mediante un derecho de petición, puede llevar a conculcar definitivamente sus derechos a la verdad, a la justicia y a la reparación. Tales limitaciones, por lo tanto, constituyen una afectación grave del derecho de acceso a la justicia que tiene la víctima de un hecho punible.

Si bien es cierto que la verdad y la justicia dentro del proceso penal dependen de que la información y las pruebas recogidas durante la etapa de investigación previa estén libres de injerencias extrañas o amenazas, no obstante el interés de protegerlas no puede llegar al punto de conculcar los derechos del procesado
 o de la parte civil, especialmente, cuando existen mecanismos a través de los cuales se puede proteger la integridad del expediente y de la información recogida de posibles intentos por difundirla o destruirla, tales como el establecimiento de sanciones penales, o de otro tipo, a quienes violen la reserva del sumario, o destruyan pruebas, sin menoscabar los derechos de los intervinientes dentro del proceso penal”.  (Subrayas nuestras) 

4.9.4. Ahora bien,  con la reforma de la Ley 600 de 2000 el legislador  le reconoció a las víctimas dentro del proceso penal, la posibilidad de tener acceso a la información desde el comienzo de las actuaciones con el fin de poder esclarecer los hechos que le afectaron, conocer la verdad y  obtener una posible indemnización por los daños causados, lo que puede lograr a través de peticiones que en tal sentido se hagan ante el ente investigador y en tal virtud, el artículo 11 del Código de Procedimiento Penal (Ley 906 de 2004), establece lo siguiente:
“(…) El Estado garantizará el acceso de las víctimas a la administración de justicia, en los términos establecidos en este código.

En desarrollo de lo anterior, las víctimas tendrán derecho:

a) A recibir, durante todo el procedimiento, un trato humano y digno;

b) A la protección de su intimidad, a la garantía de su seguridad, y a la de sus familiares y testigos a favor;

c) A una pronta e integral reparación de los daños sufridos, a cargo del autor o partícipe del injusto o de los terceros llamados a responder en los términos de este código;

d) A ser oídas y a que se les facilite el aporte de pruebas;

e) A recibir desde el primer contacto con las autoridades y en los términos establecidos en este código, información pertinente para la protección de sus intereses y a conocer la verdad de los hechos que conforman las circunstancias del injusto del cual han sido víctimas (…)”
4.9.5.  Al respecto, este Tribunal tuvo en cuenta en otra decisión de tutela de segunda instancia
, lo  referido por la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia en el fallo de tutela proferido dentro del radicado 37909 del 6 de agosto de 2008, dijo lo siguiente: 

"…como se aprecia, le Ley 906 de 2004; en vez de prohibir la expedición de las copias de las actuaciones, autoriza ese proceder, así el proceso se encuentre en la etapa de indagación o investigación preliminar. Lo no permitido 'son las reproducciones escritas, salvo los actos y providencias que este código expresamente autorice', como lo estipula el inciso primero del pluricitado artículo 146. Tal es el caso de la hipótesis prevista en el artículo 156 ibídem, a cuyo tenor 'las providencias judiciales sólo serán reproducidas a efectos del trámite de los recursos" y Agregó la Corte que "el numeral 7 del artículo 250 de la Constitución Nacional asigna a la víctima la condición de interviniente y en el Sistema Penal Acusatorio ostenta un sitial privilegiado |1|, en esa medida tiene derecho a participar durante todas las etapas del proceso, en aras de hacer valer sus derechos a la verdad, la justicia y la reparación integral. La efectividad de esa participación sólo se posibilita si a los damnificados se les garantiza el derecho de acceder a la justicia, la cual comprende la garantía de intervenir desde sus inicios, pues les asiste un evidente interés en lograr el recaudo de sólidos elementos probatorios para soportar una eventual imputación o acusación, así como para censurar la eventual preclusión de la investigación".

(…)

"la anterior facultad de intervención está consagrada como norma rectora en el artículo 11 de la Ley 906 de 2004 |2| y es ampliada en el parágrafo único del artículo 146 de la misma ley, cuando le asigna a la Fiscalía la obligación de conservación y archivo de los registros durante la actuación previa a la formulación de la imputación, y al secretario de las audiencias el deber que "en todo caso, los intervinientes tendrán derecho a la expedición de copias de los registros." Esa autorización de permitir a las víctimas obtener copias, de registros, actuaciones adelantadas o evidencias incorporadas durante la fase de indagación o investigación preliminar "no se afecta la estructura del sistema penal acusatorio, por el contrario hace bien porque posibilita el goce pleno de los derechos de dicho interviniente a conocer de primera mano los elementos probatorios recaudados por la Fiscalía, con la cual podrá contribuir al aporte de otros que consolide la eventual formulación de imputación y acusación.”  (Subrayas propias)
4.9.6.  La Ley 1712 de 2014 estatutaria de la transparencia y del derecho de  acceso a la información contiene una conceptualización y una regulación de tal principio y garantía, por lo que en su artículo 4º señala el concepto del acceso a la información, de la siguiente manera:

“Artículo  4°. Concepto del derecho. En ejercicio del derecho fundamental de acceso a la información, toda persona puede conocer sobre la existencia y acceder a la información pública en posesión o bajo control de los sujetos obligados. El acceso a la información solamente podrá ser restringido excepcionalmente. Las excepciones serán limitadas y proporcionales, deberán estar contempladas en la ley o en la Constitución y ser acordes con los principios de una sociedad democrática.

El derecho de acceso a la información genera la obligación correlativa de divulgar proactivamente la información pública y responder de buena fe, de manera adecuada, veraz, oportuna y accesible a las solicitudes de acceso, lo que a su vez conlleva la obligación de producir o capturar la información pública. Para cumplir lo anterior los sujetos obligados deberán implementar procedimientos archivísticos que garanticen la disponibilidad en el tiempo de documentos electrónicos auténticos.

Parágrafo. Cuando el usuario considere que la solicitud de la información pone en riesgo su integridad o la de su familia, podrá solicitar ante el Ministerio Público el procedimiento especial de solicitud con identificación reservada.”
Así mismo, dicha norma consagra en su artículo 19 que la información exceptuada por daño a los intereses públicos es “toda aquella información pública reservada, cuyo acceso podrá ser rechazado o denegado de manera motivada y por escrito en las siguientes circunstancias, siempre que dicho acceso estuviere expresamente prohibido por una norma legal o constitucional:

 a) La defensa y seguridad nacional;  b) La seguridad pública; c) Las relaciones internacionales; d) La prevención, investigación y persecución de los delitos y las faltas disciplinarias, mientras que no se haga efectiva la medida de aseguramiento o se formule pliego de cargos, según el caso; e) El debido proceso y la igualdad de las partes en los procesos judiciales; f) La administración efectiva de la justicia; g) Los derechos de la infancia y la adolescencia; h) La estabilidad macroeconómica y financiera del país; i) La salud pública.

Parágrafo. Se exceptúan también los documentos que contengan las opiniones o puntos de vista que formen parte del proceso deliberativo de los servidores públicos.”
De acuerdo al anterior listado, la Corte Constitucional en la Sentencia C-274 de 2013, puntualizó lo siguiente:

(…) observa en primer lugar la Corte que el listado incluido en el artículo 19 cobija tanto intereses públicos como materias generales. El artículo emplea la expresión “circunstancias,” como encabezado del listado de intereses protegidos, pero en realidad no se refiere a ninguna circunstancia particular que justifique la reserva, sino que directamente hace una remisión a materias o intereses generales protegidos que en teoría justifican la misma. 

(….) No sobra resaltar que la aplicación de la reserva en estas materias, debe estar expresamente consagrada en la ley o en la Constitución, en términos precisos; (i) y motivarse en cada caso concreto (ii) que existe un riesgo real, probable y específico de dañar el interés protegido, y (iii) que el daño que puede producirse sea significativo, si se autoriza el acceso a esa información. En otras palabras, el acceso se limita a la información calificada como reservada, no a las razones de la reserva, que son públicas y objeto de control y de debate. 

(...)  En cuanto a la consagración legal o constitucional de la prohibición de acceso, es necesario, además que ésta haya sido expresada de manera clara y precisa en una ley, como quiera que las referencias genéricas e indeterminadas a todo tipo de información, conduce a la vulneración absoluta del derecho de acceso a la información pública.”   (Subrayas nuestras)
4.9.7. De acuerdo a la norma y a la jurisprudencia transcritas, esta Sala concluye  que resulta desproporcionado oponer a la peticionaria la reserva que como regla general caracteriza a las indagaciones e investigaciones de la Fiscalía, máxime, cuando en este caso, la negativa de la expedición de copias no fue  motivada ni se consideró por parte de la FGN la calidad  de víctima que ostenta la accionante dentro del proceso penal adelantado con ocasión de la muerte de su hijo,  quien tiene derecho a que dentro de esa actuación les sean garantizados no solo el debido proceso y el acceso a la administración de justicia, sino también la verdad, justicia y reparación. 
4.9.8.  Como consecuencia de lo anterior, se tutelarán los derechos fundamentales de petición y al acceso a la información a la señora María Mercedes Hernández Flórez, y en tal virtud, se ordenará al Coordinador de la Secretaría Común y Asignaciones de la Unidad de Gestión de Alertas y Clasificación Temprana de Denuncias de la Fiscalía General de la Nación de esta ciudad, que  dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de la presente decisión, proceda expedir copia de los documentos que obran dentro del proceso radicado al No.40428 por el presunto homicidio del señor Luis Alfredo Jaramillo Hernández.  

DECISIÓN

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley.

RESUELVE

PRIMERO: TUTELAR los derechos fundamentales de petición y el acceso  a la información a la señora María Mercedes Hernández Flórez.
SEGUNDO: ORDENAR al Coordinador de la Secretaría Común y Asignaciones de la Unidad de Gestión de Alertas y Clasificación Temprana de Denuncias de la Fiscalía General de la Nación de esta ciudad, que  dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de la presente decisión, proceda expedir copia de los documentos que obran dentro del proceso  radicado al No.40428 por el homicidio del señor Luis Alfredo Jaramillo Hernández. 

TERCERO: SE ORDENA NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. Si esta decisión no es impugnada se dispone el envío del expediente ante la Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado 
WILSON FREDY LÓPEZ

Secretario
� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-1.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-2.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-3.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-4.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-5.


� Sentencia T - 903 de 2008 entre otras.


� Sentencia T - 1219 de 2001


� Decreto 2591 de 1991, artículo 38. Sentencia T-407 de 2005 entre otras.


� Sentencia T-409 de 2008 


� Sentencia T-011 de 1997 entre otras.


� M.P. Dr. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub


 





� Corte Constitucional, SU-620 de 1996, MP: Antonio Barrera Carbonell. La Corte tuteló los derechos al debido proceso y al derecho de defensa de los posibles autores o partícipes de un hecho ilícito dentro del proceso fiscal a quienes se les prohibía acceder al sumario por cuando esa etapa estaba reservada. 


� Sentencia de tutela de 2ª instancia del 2 de febrero de 2016, radicada bajo el No. 2015  00182 01, Accionante: Fabián Andrés Patiño Ocampo, Accionado: Ficalía 12 Local De Quinchía, M.P. Dr. Manuel Yarzagaray Bandera
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